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Alfredo Ruiz Guzmán— Abogado. Especialista en Procedimientos 
Constitucionales. Decano de la Facultad de Jurisprudencia y Ciencias 
Sociales y Políticas de la Universidad de Guayaquil.

Alfredo Ruiz Guzmán

una relación 
de coordinaciónEcuador es el país de América del Sur con menor 

número de investigadores por cada millón de habi-
tantes. Las diferencias son abismales, mientras el 
Ecuador cuenta con 50 investigadores por cada 
millón de habitantes, Argentina cuenta con 720 y en 
Canadá 3.597.

Una de los objetivos fundamentales con la nueva Ley 
de Educación Superior es elevar la calidad de la edu-
cación, asociada a la universalización en el acceso a 
los centros del saber. Esta concepción significa tam-
bién una ruptura frente a aquellas visiones elitistas 
de la educación superior que restringían su acceso a 
los grupos dirigentes. Hay que recordar que el Ecua-
dor es el país de América Latina con menor porcen-
taje de población estudiantil. Tan solo el 17% de los 
jóvenes en edad de asistir a la Universidad están en 
ella. En Cuba, este porcentaje es del 69%.

Autonomía y Cogobierno

Para concluir esta reflexión, no se puede dejar de 
hablar del cogobierno como principio contraparte de 
la autonomía. La autonomía de las universidades y 
escuelas politécnicas implica que la toma de deci-
siones académicas debe ser llevada adelante por la 
propia comunidad académica. Sin embargo, las insti-
tuciones particulares que se oponen al proyecto de 
ley de educación superior, defienden la autonomía 
sin cogobierno. ¿Qué implica esta posición? Implica 
que la autonomía es restringida a un pequeño grupo 
de personas, generalmente aquellos que han “inver-
tido” en la iniciativa; implica una visión poco demo-
crática de la vida universitaria, que no considera la 
alternabilidad, ni a los distintos actores de la comu-
nidad académica como sujetos de su propio destino. 
En el Ecuador, muchas autoridades de las universi-
dades se han convertido en gerentes propietarios de 

las instituciones. El 36% de los rectores universitarios 
en el país han estado en su cargo más de 10 años, 
lo que da cuenta de la baja capacidad de renovación 
del sistema. Sin cogobierno, la autonomía es una 
entelequia, que persigue la concentración del poder 
dentro de los recintos universitarios.

En síntesis …

El debate alrededor de la nueva Ley de Educación 
Superior ha develado dos formas distintas de con-
cebir la educación superior. Quienes se oponen 
a la ley defienden una universidad articulada a 
los intereses del mercado, que a través de la ley 
de la oferta y la demanda determina qué carreras 
se deben crear, sean estas necesarias o no para el 
desarrollo del país. El Gobierno Nacional defiende 
una universidad autónoma, ligada al desarrollo 
y a las necesidades de los ecuatorianos. 

Está en disputa la construcción de una educación 
superior de calidad, frente al mantenimiento de 
uno de los peores sistemas de educación superior 
de América Latina. Solamente transformando la edu-
cación del país podremos hablar de una verdadera 
revolución ciudadana. 
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El Gobierno Nacional defiende una universidad autónoma, ligada al 
desarrollo y a las necesidades de los ecuatorianos. Está en disputa la 
construcción de una educación superior de calidad, frente al mantenimiento 
de uno de los peores sistemas de educación superior de América Latina.

La nueva Constitución le otorga al país un nuevo marco de organización política 
e institucional radicalmente diferente al anterior, en muchos importantes aspectos. 
Con ella, el Estado social de derecho es superado por el Estado constitucional de 
derechos y de justicia que, en lo sustancial, se caracteriza por reconocer y garantizar 
constitucionalmente un nuevo y amplio conjunto de derechos fundamentales – indivi-
duales, sociales y de la naturaleza - así como por compartir el ejercicio del poder con 
la ciudadanía, mediante un conjunto de novedosos mecanismos de participación y la 
instauración de una quinta función, la de Transparencia y Control Social.

Ante la apertura del debate legislativo y público sobre la nueva Ley Orgánica de Educa-
ción Superior, que debe dictarse próximamente por mandato constitucional, conviene 
plantear algunas breves reflexiones sobre el Informe de Mayoría de la Comisión de 
Educación, Cultura y Ciencia y Tecnología de la Asamblea Nacional y, específicamente, 
sobre la nueva estructura orgánica que sugiere para el sistema de educación superior. 

La nueva Constitución y la educación superior

La Constitución de Montecristi regula la educación superior dentro del Título VII, refe-
rente al régimen del Buen Vivir y como parte del desarrollo normativo e institucional 
correspondiente al Capítulo Primero, que trata sobre la inclusión y equidad, desta-
cando, de esta manera, la importancia social que tiene la educación en general y la 
educación superior, de manera específica. 

Por otro lado, los art. 350 al 357 establecen las bases conceptuales y normativas que 
rigen la educación superior. El art. 350, señala las finalidades del sistema de educación 
superior, recalcando que la formación académica y profesional debe tener visión cien-
tífica y humanista y debe perseguir la investigación científica y tecnológica, conclu-
yendo que también son finalidades del sistema de educación superior la construcción 
de soluciones para los problemas del país, en relación con los objetivos del régimen 
de desarrollo.U
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Concordantemente, el art. 351 impone la articulación 
del sistema de educación superior al sistema nacio-
nal de educación y al Plan Nacional de Desarrollo, 
concretando de una manera muy clara, el nuevo con-
cepto constitucional sistémico sobre la educación 
superior: debe estar articulada de manera solidaria y 
responsable con el desarrollo del país y, obviamente, 
con la solución de sus problemas. A partir de este 
concepto matriz, debe desenvolverse todo el nuevo 
diseño normativo del sistema de educación superior. 
En efecto, el texto constitucional, en el mismo art. 
351, determina con absoluta claridad y coherencia el 
papel que debe cumplir la Ley en esta materia, orde-
nando lo siguiente: “…la ley establecerá los meca-
nismos de coordinación del sistema de educación 
superior con la Función Ejecutiva.”

En consecuencia, la nueva Ley Orgánica de Educa-
ción Superior, en lo sustancial, debe limitarse a esta-
blecer mecanismos de coordinación que permitan 
una adecuada relación entre el sistema de educa-
ción superior y la Función Ejecutiva, para lograr que 
el desarrollo de la universidad se articule eficiente-
mente a los objetivos y más puntualizaciones que 
establezca el Plan Nacional de Desarrollo. El mismo 
art. 351, ordena además que el sistema se rija por los 
principios de autonomía responsable, cogobierno, 
igualdad de oportunidades, calidad, pertinencia, 
integralidad, autodeterminación para la producción 
del pensamiento y conocimiento en el diálogo de 
saberes, pensamiento universal y producción cien-
tífica tecnológica global.

El art. 352 señala cuales son las instituciones que 
integran el sistema: universidades, escuelas politéc-
nicas, institutos superiores y conservatorios y, como 
debe ser, no incluye en el mismo al Ejecutivo, bajo 
ninguna de sus manifestaciones. El art. 353, fija, enu-
merándolos, los dos organismos públicos que deben 
regir el sistema. Uno debe encargarse de la planifica-
ción, regulación y coordinación interna del sistema y 
de la coordinación de la relación entre sus distintos 
actores – universidades, escuelas politécnicas, etc, 
mencionados en el art. 352 – con la Función Ejecu-
tiva. Es decir que este organismo público, además 
de planificar la actividad del sistema, debe regularlo 
y coordinar dos tipos de relaciones: a) la interna, 

entre sus diferentes actores o componentes y b) la 
externa, entre los diferentes actores con la Función 
Ejecutiva.1

Queda claro entonces, que la Constitución deter-
mina, muy claramente, que entre la Función Ejecutiva 
y las universidades y otros actores del sistema, debe 
existir una relación de coordinación, siendo, además, 
el organismo público número uno el encargado de 
realizar dicha coordinación por parte del sistema.

La integración del organismo público número uno 
del sistema de educación superior debe hacerse 
mediante la nueva Ley Orgánica de Educación Supe-
rior, aplicando los principios que la misma Constitu-
ción señala en su art. 351, esto es los de autonomía 
responsable y cogobierno; en consecuencia, con la 
participación de representantes de los diferentes 
estamentos que concurren al cogobierno: profeso-
res, estudiantes y servidores. 

Hacerlo de otra manera, incorporando representan-
tes del Ejecutivo, por ejemplo, sería atentatorio al 
principio de autonomía responsable. No tomar en 
cuenta a los estamentos del cogobierno, por otro 
lado, sería desacatar una clarísima disposición cons-
titucional, que tiene, además, el valor jerárquico con-
ceptual de principio.

En el caso del organismo público número dos, téc-
nico de acreditación y aseguramiento de la calidad 
de instituciones, carreras y programas, su integración 
debe hacerse de igual manera, aplicando los princi-
pios de autonomía responsable y cogobierno, pero 
sin la participación de representantes de las institu-
ciones actoras del sistema por prohibirlo la Constitu-
ción, de manera expresa, en el art. 353, num. 2.

La propuesta de la mayoría de la Comisión

El Informe de Mayoría de la Comisión de Educación, 
Cultura y Ciencia y Tecnología de la Asamblea Nacio-
nal, para el primer debate, contiene modificaciones 

1  De ello se deduce, una vez más, que el Ejecutivo es “externo” al sistema 
de educación superior, que no forma parte de él. 

importantes a las formulaciones del Proyecto de 
la SENPLADES, pero que no son suficientes para 
encuadrarse en los parámetros constitucionales. En 
efecto, le otorga mayoría de seis a la representación 
académica en el Consejo de Educación Superior e 
incluye un representante estudiantil, con lo que se 
estaría aplicando, mínimamente, el cogobierno. Pero, 
todavía se mantiene una representación del Ejecu-
tivo con cuatro representantes –contraviniendo a 
la autonomía universitaria–, de los cuales, uno, el 
Secretario Nacional de Educación Superior, Ciencia, 
Tecnología e Innovación, debe presidir el Consejo.

Este funcionario del Ejecutivo, además, por las 
amplias atribuciones que la ley le otorgaría, en la 
práctica, dirigiría el sistema, lo cual obviamente con-
travendría, en forma evidente, al principio de autono-
mía responsable. 

En el otro organismo, que el Informe denomina Con-
sejo Nacional de Acreditación y Aseguramiento de la 
Calidad de la Educación Superior, el Ejecutivo tendría 
mayoría con tres miembros designados por el Presi-
dente de la República, uno de los cuales debe presi-
dirlo. Además, no se reconoce ninguna participación 
de la Academia.

Resulta evidente –lamentablemente– que una for-
mulación así, desconoce la obligación constitucional 
de aplicar los principios de autonomía responsable 
y de cogobierno, también en la integración de este 
organismo, con la única condición - que la impone 
también la Constitución - de que no podrá estar inte-
grado por representantes de las instituciones que 
conforman el sistema, es decir los rectores universi-
tarios, politécnicos, etc.

Por otra parte, si bien el Informe de Mayoría de la 
Comisión, recoge, en principio, la idea de distinguir a 
la Secretaría Nacional de Educación Superior, Cien-
cia, Tecnología e Innovación, como un ente de la 

Función Ejecutiva, para ejercer la rectoría de las polí-
ticas públicas de la educación superior y le confiere, 
como principal competencia, la de coordinar con 
los organismos públicos que rigen el sistema, incu-
rre, no obstante, en un lamentable error de diseño 
institucional.

En efecto, el Secretario Nacional de Educación Supe-
rior, Ciencia, Tecnología e Innovación, designado 
por el Presidente de la República y director de la 
Secretaría del mismo nombre, es también, al mismo 
tiempo, según la propuesta del Informe, integrante, 
Presidente y representante legal del Consejo de Edu-
cación Superior. Es decir, que el Secretario Nacional 
de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Inno-
vación, para cumplir con sus obligaciones legales, 
debe coordinar con el Presidente del Consejo de 
Educación Superior…que es…él mismo. No solo se 
trata de una duplicidad de funciones y cargos en una 
misma persona, sino de una duplicidad de represen-
taciones: por un lado, la del Consejo de Educación 
Superior y por otro, la de la Secretaría Nacional, enti-
dad del Ejecutivo.

Concertación entre el Ejecutivo y el 
sistema de educación superior 

Debe reconocerse que solamente con la implemen-
tación de un conjunto de renovadas políticas públi-
cas en beneficio de la educación superior, se puede 
impulsar el desarrollo de un nuevo modelo de uni-
versidad que responda coherentemente al nuevo 
modelo de organización social y económica que 
determina la nueva Constitución. Como dice José 
Luis Coraggio 2 “…la política educativa no puede ser 

2  José Luis Coraggio. “La crisis y las universidades públicas en Argentina”, 
en Marcela Mollis (comp.) Las universidades en América Latina : ¿ Reforma-
das o Alteradas? La cosmética del poder financiero. CLACSO.Buenos Aires . 
2003. Pág.17.

La integración del organismo público número uno del sistema de educación 
superior debe aplicar los principios que la Constitución señala en su art. 351: 
autonomía responsable y cogobierno.
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pensada independientemente de la política eco-
nómica y de las políticas sociales, ni la educación 
puede ser pensada independientemente de la eco-
nomía y de la sociedad.” 

Pero el mismo autor argentino –rector universitario e 
investigador educativo– hace notar que las caracte-
rísticas de las políticas educativas, –de subordinación 
o de autonomización– dependen de las característi-
cas ideológicas de los sistemas económicos cuando, 
a línea seguida, afirma que: “…Un modelo económico 
puede subordinarla y mercantilizarla, como en el 
caso del neoliberalismo, o autonomizarla y valorarla 
como bien público, condición esencial de su propio 
desarrollo, como han hecho y hacen los países que 
hoy pueden competir como iguales en el mundo”.  

Desde estos puntos de vista y en aplicación de los 
principios constitucionales reconocidos al sistema 
de educación superior y a sus actores, la nueva Ley 
Orgánica de Educación Superior debe regular meca-
nismos de coordinación entre el Ejecutivo y las univer-
sidades que posibiliten una concertación productiva 
en función de los más importantes objetivos sociales 
estipulados en el régimen de desarrollo. Una rela-
ción de coordinación permitiría que se establezcan, 
de manera concertada, entre el Estado y la universi-
dad, objetivos y proyectos destinados a resolver los 
más importantes problemas sociales, incluso dentro 
de los términos regionales que contempla la nueva 
estructura de la organización territorial del Estado.

Los recursos que el Ejecutivo está en la obligación 
de canalizar mediante políticas públicas en beneficio 
de la educación superior, deben instrumentarse a 
través de mecanismos institucionales financieros de 
carácter público también, que armonicen dichas polí-
ticas con las prioridades del desarrollo y el papel que 
deben desempeñar, en ese proceso, cada uno de los 
actores del sistema, cada universidad en definitiva.

Esta concepción, que parte de la relación de coor-
dinación determinada por la Constitución y que 
respeta el principio de autonomía responsable y 
solidaria, permitiría institucionalizar una nueva rela-
ción entre el Estado y la universidad en la que los 
objetivos del desarrollo universitario no los dictaría 

el mercado, sino la sociedad, a través de su repre-
sentación política, de legitimidad democrática y en la 
que el mejoramiento de la calidad de la investigación 
y de la docencia serían parte del compromiso soli-
dario asumido por la universidad, en ejercicio de la 
autonomía responsable. 

Una instancia administrativa propia de la esfera del 
Ejecutivo y en su representación – en Argentina se 
denomina Secretaría de Estado de Políticas Universi-
tarias– debería ser la contraparte de los organismos 
públicos de dirección del sistema para la coordina-
ción-concertación que, mediante la canalización de 
recursos financieros, permita establecer las políti-
cas prioritarias para el desarrollo de la educación 
superior y el aporte de ésta al desarrollo nacional. 
La adecuada administración de los recursos públi-
cos, mediante acuerdos concertados, entre la enti-
dad del Ejecutivo y cada una de las universidades y 
actores del sistema, mediante programas plurianua-
les acordados en función de sus potencialidades y 
de los resultados de sus evaluaciones, vincularía, 
además, el logro de los objetivos públicos de la edu-
cación superior y de las necesidades del país con 
el avance y desarrollo de la calidad de la formación 
universitaria.3

En Argentina, la gestión del Ejecutivo a través de 
la Secretaría de Estado de Políticas Universitarias 
se complementa con la administración del Fondo 
Universitario para el Desarrollo Nacional y Regional 
(FUNDAR). Según Juan Carlos Pugliese, Ex Secreta-
rio de Estado de Políticas Universitarias, “El FUNDAR 
implica la instancia de institucionalización de esta 
nueva política, por varios motivos: en primer lugar, 

3  Sobre una relación concertada entre el Estado y la universidad, con-
viene revisar el trabajo de Juan Carlos Pugliese, ex Secretario de Estado de 
Políticas Universitarias de Argentina, �Los desafíos de las universidades en 
el siglo XXI: una visión desde la Argentina pos crisis�, en �Perspectivas de 
la educación en América Latina�, Ana María Goetschel, (comp.), FLACSO, 
sede Ecuador, Quito, 2009, págs.. 39 a 53. Pugliese se refiere a la relación de 
concertación como una manera de desarrollar políticas públicas a favor del 
sistema de educación superior sin afectar a la autonomía universitaria: � La 
nueva modalidad de relación supera la desconfianza del Estado respecto de 
la universidad autónoma e instaura mecanismos de concertación de objeti-
vos y proyectos para el desarrollo integral de la sociedad. El mutuo respeto 
que postulan los instrumentos para canalizar la nueva relación permitirá 
disipar el clima de sospecha que generaron estos años de ausencia e, incluso, 
de agresión del Estado respecto del sistema.�

porque se presenta como un instrumento capaz de 
canalizar las políticas prioritarias para el sector uni-
versitario estatal a través de distintos programas. En 
segundo lugar, incorpora los procesos de evaluación 
y acreditación asignándoles el carácter de diagnós-
tico estableciendo claramente para ellos un objetivo 
de mejoramiento en el marco del cumplimiento de 
la función social de cada universidad, y, finalmente, 
concurre con aportes financieros a la promoción de 
las reformas que las mejoras requieren.”

Continúa, refiriéndose al significado de los contra-
tos - programas plurianuales, señalando “En este 
marco, se propicia que todas las universidades tran-
siten hacia un proceso de celebración de contratos-
programas plurianuales, ya que ellos constituyen la 
posibilidad de una concertación entre las priorida-
des de la universidad y las prioridades del Estado 
que se expresan en esas líneas de política sectorial. 
El contrato programa será, entonces, el resultado de 
este “acuerdo” entre partes.”

Concretando, la nueva Ley Orgánica de Educación 
Superior debe diseñar mecanismos de coordinación 
que respeten y apliquen, al mismo tiempo y en forma 
armónica, por una parte, los principios de autonomía 
y cogobierno reconocidos al sistema de educación 
superior y, por otra, las normas constitucionales que 
obligan al Ejecutivo a impulsar políticas públicas 
hacia la educación superior, en el marco del plan 
nacional de desarrollo.

Por un lado, tanto el Consejo de Educación Superior 
como el Consejo Nacional de Acreditación y Asegura-
miento de la Calidad de la Educación Superior deben 
integrarse aplicando los principios de autonomía y 

cogobierno, sin la participación del Ejecutivo, para lo 
cual la Ley debe fijar las ponderaciones de las repre-
sentaciones de los estamentos y los requisitos del 
más alto nivel académico que se necesitan para el 
adecuado desempeño de tan delicadas funciones.

Por otro lado, la Ley debe diseñar la estructura y 
competencias del órgano del Ejecutivo encargado de 
impulsar las políticas públicas dirigidas a la educación 
superior y a canalizar los recursos económicos para 
sustentar dichas políticas, en estrecha relación con 
los objetivos del plan de desarrollo. Esta puede ser la 
Secretaría Nacional de Educación Superior, Ciencia, 
Tecnología e Innovación, prevista en el Informe de 
Mayoría de la Comisión, deslindándola de su vincula-
ción orgánica con el Consejo de Educación Superior y 
dotándola de competencias, atribuciones y recursos 
suficientes para el cumplimiento de sus funciones. 

Un esquema orgánico de esta naturaleza debería 
confluir en un Comité Nacional de Coordinación de la 
Educación Superior integrado por los representantes 
de los dos organismos de dirección del sistema de 
educación superior, integrados autónomamente y en 
función del cogobierno –por una parte– y por el 
Secretario Nacional de Educación Superior, Ciencia, 
Tecnología e Innovación, máximo personero del 
órgano del Ejecutivo encargado de impulsar las polí-
ticas públicas para la educación superior, designado 
por el Presidente de la República, y el máximo repre-
sentante del organismo público de planificación, 
cúpula que, en lo sustancial, debería establecer, de 
manera concertada, los grandes lineamientos del 
desarrollo de la educación superior, dentro de los 
parámetros del plan nacional de desarrollo.  

Debe admitirse … que otras visiones y realidades acerca de la transformación 
universitaria son posibles, dentro de un marco de respeto a los valores, prin-
cipios y normas que preconiza la Carta fundamental vigente, conciliando el 
legítimo interés del Ejecutivo de generar políticas públicas en beneficio de la 
educación superior, con la autonomía responsable que la Constitución le reconoce al sistema 
de educación superior y a cada  universidad.




